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Intervención sobre el proceso para designar a los consejeros de los OPLES
La designación de los 6 Consejeros Electorales y del Consejero Presidente en cada uno de los 32 Organismos Públicos Locales Electorales de la República Mexicana, es una de las nuevas atribuciones constitucionales del Consejo General del Instituto Nacional Electoral.

Se trata de una de las definiciones medulares de la Reforma Político-Electoral que hizo nacer al Instituto Nacional Electoral, se trata también de una decisión política de toda relevancia.

El Constituyente determinó que la designación de las autoridades administrativas en las entidades, de los árbitros en las elecciones locales, no corresponderá más a los Congresos de los estados o a la Asamblea Capitalina, sino al Consejo General del Instituto Nacional Electoral, esto es, a una autoridad administrativa y no a un órgano de naturaleza estrictamente política.

La designación de las autoridades locales se empieza a concebir a través de un procedimiento de tipo técnico y administrativo por parte de una institución especializada en lo electoral y no por un mecanismo político.

Creo que ahí está la clave para una buena operación de la nueva norma constitucional, en sacar, en aislar la designación del árbitro electoral de la disputa política.

Puede y debe ser, porque ya está en la Carta Magna una norma virtuosa. La disputa política debe darse en los parlamentos, en la búsqueda del voto ciudadano, en la confrontación de proyectos y de decisiones estratégicas sobre el rumbo del país, pero no sobre quién organizará ésta o aquella elección en particular.

Desde hace tiempo hemos insistido, la consolidación democrática de México pasa por trascender el tema estrictamente electoral y procedimental, por restar protagonismo a la autoridad electoral, por lo que necesitamos construir y fortalecer árbitros discretos, no discrecionales.

Podemos decir, cuando ocurre una contienda de alta calidad, quién es el árbitro se vuelve un mero dato. El árbitro no celebra triunfos ni llora derrotas. El árbitro no tiene hinchas, suele tener, sí, detractores, pero siempre pasajeros y al mero calor de la contienda.

A eso debemos aspirar, a un árbitro no protagonista pero indispensable, asentar una rutina en la que la designación de los Consejeros Electorales se vea como algo recurrente, normal y sin sobresaltos, en términos de su importancia en la agenda pública.

Pero para llegar a esa normalidad, hay que hacer muy bien una y otra vez las designaciones de los Consejeros Electorales.

Primero debe estar el acierto, la pulcritud, la transparencia en nuestras decisiones y luego vendrá la asimilación de una práctica adecuada, rutinaria y sin sobresaltos.

Con el nuevo modelo constitucional, la designación de las autoridades locales administrativas ya no será trabajo de los grupos parlamentarios ni de los partidos políticos; ya no habrá negociaciones abiertas o cerradas entre Diputados, ya no les toca; ya no tendrá caso que los aspirantes busquen un “empujón” de un mandatario, de un “padrino”, de un contacto en un Congreso. Eso irá en contra del aspirante, porque cuestionará su independencia y equidistancia frente a todas las fuerzas políticas.

El tema es crucial, ya no se trata de cuánto pesa un Congreso, o un mandatario en cada nombramiento, pues ese trasiego justamente es el que la Reforma propone evitar.

Para el Legislador el tema no es tampoco el reforzamiento del centralismo o el remozamiento administrativo del órgano electoral en su conjunto, sino la posibilidad de que sus autoridades, en todos los niveles, sean nombradas conforme a unas reglas del juego que ya no pasan por la política tal y como la entendemos en la vida diaria. Esa es, en definitiva, el cambio que nos permite afrontar con optimismo y responsabilidad esta tarea.

El día de hoy estamos poniendo a consideración de todos, sacando a la luz un método abierto, claro que dará certeza. Los aspirantes deberán cumplir estrictamente con los requisitos de ley, deberán pasar un examen de conocimientos que harán instituciones académicas y de evaluación reconocidas, y aquél que repruebe, sea quien sea, se quedará en el camino. Luego vendrá un ensayo, ni hablar, “saber escribir es saber pensar”.

También habrá valoración de la trayectoria que avale una biografía acorde con los principios rectores de la autoridad electoral, como son la independencia, la legalidad, la imparcialidad.

Pero además hemos concebido la valoración por etapas de los aspirantes, acudiremos, ya lo decía, a instituciones de educación superior, de investigación y de evaluación del máximo rigor y prestigio académico para que quede claro que quien pasa las etapas lo es por sus méritos, por sus conocimientos, no por sus conocidos.

Vamos a hacer después entrevistas en igualdad de condiciones a todos y cada uno de los aspirantes finalistas entre varios Consejeros Electorales, para así tener una valoración completa que nos permita hacer propuestas de integración, sólidas, robustas, defendibles y explicables públicamente.

Vamos a elegir Consejeros Electorales no sólo en lo individual, sino como parte de órganos colegiados, deben ser personas que acrediten capacidades y disposición para el trabajo en equipo y que conformen Consejos donde haya la mayor equidad de género; nunca habrá menos de 3 mujeres ni más de 4 mujeres, también habrá riqueza en la conformación desde el punto de vista multidisciplinario, no habrá sólo abogados o sólo politólogos ni nada más economistas, habrá que buscar la presencia de académicos, de profesionistas, de servidores públicos, de ciudadanos con trayectoria en la sociedad civil. Además, en entidades de amplia diversidad cultural esa pluralidad deberá verse reflejada en los Consejos.

Hoy inicia una nueva etapa en la vida de las autoridades locales, su designación será administrativa, técnica, con criterios de integración, conocidos ex ante y expresamente.

La Constitución Política nos da la oportunidad y la obligación de consolidar órganos electorales regidos por parámetros propios, capaces como se ha dicho, de crear el mecanismo de relojería que la práctica debería de convertir en las rutinas de un Estado Democrático.

Se acabó la discrecionalidad política en la designación de Consejeros Electorales Locales, esa es nuestra encomienda. Debemos ser exigidos al máximo por los partidos políticos, por la opinión pública, por los medios para no apartarnos de este ejercicio de autonomía; si acertamos en las designaciones, el acierto será nuestro, si nos equivocamos el error será de los 11 Consejeros Electorales con voto en esta mesa; no delegaremos, no compartiremos esta atribución constitucional.

